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3.4. Licitaciones locales

A. Dependiendo del contexto y las capacidades locales, es posible que los 
PSP internacionales no cumplan con los mismos estándares en todos los 
países en los que operan.

BUENAS PRÁCTICAS*

Elabore políticas, procedimientos y guías que definan los roles y responsabilidades de los 
proveedores de seguridad privada (Ver Desafío 3.2.c.)

Compruebe si la filial local del PSP con el que trabaja la empresa es miembro de la  
ICoCA, Asociación del Código de Conducta Internacional para Proveedores de Servicios 
de Seguridad Privada (ICoC)8, o se ha comprometido a cumplir otro estándar aplicable 

desarrollado por autoridades reguladoras nacionales o regionales reconocidas, como PSIRA9 o ANSI 

(PSC.1 )10, o a cumplir los estándares ISO pertinentes

Establezca un contrato con el PSP y discútalo con él para asegurarse de que el proveedor 
de seguridad comprenda sus objetivos de trabajo (Ver Desafío 3.2.c.). El contrato debería:

uu Hacer referencia a las políticas y procedimientos de la empresa;

uu Estar basado en los PV y el ICoC;

uu Incluir cláusulas y requisitos de cumplimiento que garanticen el respeto de las leyes nacionales 
aplicables, el derecho internacional humanitario y los derechos humanos por parte del PSP 
contratado (MD Parte 2: par. 14); y

uu Reflejar los resultados  del proceso de debida diligencia y de la evaluación de riesgos de la 
empresa.

Realice un análisis de las necesidades de formación y asegúrese de que se proporcione la 
formación necesaria a los guardas de seguridad privada asignados a las operaciones de la 
empresa (Ver Desafío 3.6.a.)

Reúnase periódicamente con el PSP contratado para abordar las siguientes cuestiones:
�� Implementación de las funciones necesarias, de acuerdo con las políticas de la empresa y los 

requisitos contractuales relativos a los PV, con el código de conducta para los PSP, y con los 
requisitos nacionales e internacionales relacionados con los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario.

�� Verificación de antecedentes del personal por parte del PSP, en la medida de sus posibilidades, 
incluidas las medidas adoptadas para entender las capacidades y riesgos asociados a la 
contratación de personal procedente de un lugar determinado, de una comunidad u origen étnico 
particular, o con un historial profesional específico. Si es posible, el contratista debe mantener 
las fichas de los empleados archivadas y disponibles para su revisión. (MIGA: IV-5)
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�� Formación de todos los empleados en todos los estándares especificados en el contrato, incluido 
el uso de equipamiento. La formación debe ser continua y en función de las necesidades que se 
presenten, según indicarán tanto la evaluación de riesgos como los resultados del proceso de 
debida diligencia.

�� Provisión de equipamiento defensivo, equipo de protección personal, equipos de seguridad 
personal, armas, armas de fuego y municiones, por parte del PSP a sus guardas, como requiere 
el contrato.

�� Investigación de todas las denuncias de abusos contra los derechos humanos así como de todas 
las ocasiones en que se haya hecho uso de la fuerza o detenido a un sospechoso para garantizar 
que se haya operado conforme a las normas de la empresa y del contratista. Se debe informar 
de cada uno de estos incidentes al gerente de seguridad de la empresa y, en su caso, a las 
autoridades locales. (MIGA: IV-5)

�� Revisión de las quejas presentadas por la comunidad, y otras partes interesadas, con objeto de 
identificar medidas de prevención o mitigación.

�� La confidencialidad de la información obtenida durante la realización de las tareas asignadas. 
(MIGA: IV-5)

Controle regularmente el desempeño del PSP a través de mecanismos de supervisión 
establecidos, bien por el departamento de seguridad de la empresa o bien por un tercero

uu Use listas de verificación e indicadores de desempeño y compártalos con el contratista. (MIGA: 
IV-1) Ligue estos indicadores a resultados específicos, tales como recompensas económicas 
o sanciones para el contratista, o a la cancelación del contrato (SCG: 8). Entre los posibles 
indicadores de calidad de servicio se incluyen (basado en SCG: 8):

•	 Tasa de absentismo;

•	 Rondas de vigilancia no realizadas;

•	 Visitas de supervisión no realizadas;

•	 Cursos de formación no realizados, no completados o suspendidos;

•	 Quejas internas y de terceros;

•	 Uso inadecuado de la fuerza o de armas de fuego, incluidos los disparos accidentales de 
armas;

•	 Mantenimiento de contactos no adecuados con la comunidad, la seguridad pública, u otras 
partes interesadas;

•	 Violaciones del procedimiento acordado;

•	 Violaciones del derecho internacional humanitario y abusos contra los derechos humanos;

•	 Violaciones de las leyes nacionales o internacionales que rigen en la industria de seguridad 
privada;

•	 Violaciones del código de conducta o ética de la empresa o la industria;

•	 Falta de cooperación con las investigaciones del cliente, con solicitudes de información o con 
requerimientos de notificación de incidentes; y

•	 Violaciones de los términos del contrato.

uu Identifique deficiencias en la prestación de servicios y evalúe opciones para paliar dichas 
deficiencias, tales como la formación adicional y otras formas de apoyo. (IGTs: 55)

uu Revise todas las quejas registradas contra el PSP a través del mecanismo de reparación, o 
cualquier otro mecanismo, y registre todas las denuncias de abusos contra los derechos humanos 
cometidos por parte de la seguridad privada.
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uu Asegúrese de que dicho proceso de supervisión abarque “la investigación de acusaciones de 
actos de abuso o en contra de la ley; la disponibilidad de medidas disciplinarias suficientes para 
prevenir y refrenar; y procedimientos para reportar las acusaciones a las autoridades competentes 
encargadas del cumplimiento de la ley, cuando sea del caso.” (PV: 6)

Trabaje con los gobiernos de los países de origen y del país anfitrión, otras empresas, 
organizaciones de la sociedad civil y otros actores pertinentes, para acordar un conjunto 
de estándares mínimos para los PSP, así como mecanismos para supervisar su conducta y 
desempeño

VOLVER A LA LISTA DE DESAFÍOS
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B. Las empresas pueden verse en la necesidad de contratar servicios de 
seguridad privada localmente debido a requisitos legales o contractuales 
nacionales, o como parte de su compromiso de ayuda al desarrollo de la 
economía local, incluso cuando los PSP locales no cumplan con las normas 
internacionales. 

BUENAS PRÁCTICAS*

Asegúrese de que la evaluación de riesgos incluya un análisis de la industria de seguridad 
privada, el historial del proveedores específicos, la legislación laboral nacional, la regulación 
nacional sobre seguridad privada  y el historial de desempeño de los PSP locales (Ver 

Desafío 3.1.a.)

uu Identifique tendencias en los casos de abusos contra los derechos humanos en los que los PSP 
locales hayan estado involucrados. Las ONGs pueden ayudar en la recogida de este tipo de 
datos.

uu Elabore una lista de todos los PSP conocidos por haber estado involucrados en abusos contra 
los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, y use dicha lista como parte de 
los criterios de exclusión automática del proceso de evaluación para la selección de un PSP. (Ver 
Desafío 3.2.a.)

uu Evalúe los riesgos y beneficios de la contratación de un PSP local o, como alternativa, de la 
contratación directa de guardias locales frente a la utilización de proveedores externos.

uu Considere si un programa de colaboración con actores sociales relevantes podría ayudar a 
identificar y abordar los riesgos de manera que se reduzca al mínimo la necesidad de recurrir a 
un PSP local.

Desarrolle políticas corporativas de conducta ética y derechos humanos para todo el 
personal de la empresa, sus socios comerciales y otras partes directamente relacionadas 
con sus operaciones, productos o servicios, incluidos los PSP contratados (Ver Desafío 

3.2.c.)

uu Comparta las políticas y procedimientos de seguridad de la empresa con los actores pertinentes, 
como otras empresas, las fuerzas de seguridad pública y las comunidades locales. Destaque la 
información sobre requisitos para la contratación de personal local, prohibición del uso de fuerza 
letal, y procedimientos para la solicitud de refuerzos policiales. (MIGA: IV-1)

Tenga en cuenta los diferentes puestos de trabajo necesarios y defina el perfil deseado 
para cada puesto, teniendo en cuenta factores como:

�� Niveles de educación, formación y experiencia requeridos para el trabajo, así como la posibilidad 
de cubrir posibles deficiencias formativas de los candidatos con cursos ofrecidos por la empresa 
para que alcancen los niveles deseados. El personal local de seguridad privada con menores 
niveles de educación y formación puede asumir tareas de vigilancia básicas, mientras que el 
personal con mayor formación puede asignarse a otros puestos.

�� Conocimiento del (de los) idioma(s) local(es).

�� Conocimiento de la situación local.
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�� Relaciones con la comunidad local, incluyendo las posibles tensiones entre las comunidades 
locales y los guardas pertenecientes a otras comunidades, etnias, religiones, etc.

�� Los riesgos asociados con cada actividad.

Publique una Solicitud de Propuestas y evalúe las ofertas en dos etapas: la exclusión 
automática sobre la base de criterios establecidos previamente y la evaluación de las 
ofertas conforme a los criterios de concesión (SCG: 4). (Ver Desafío 3.2.a.)  

En situaciones en las que no haya un PSP que cumpla con todos los criterios deseados, 
considere las siguientes opciones:

uu Evalúe si existe algún solicitante que, una vez recibida formación o apoyo adicional para desarrollar 
las políticas y procesos pertinentes, pudiera considerarse adecuado. 

•	 Acuerde con el proveedor un programa de formación y establezca metas y plazos para el 
cumplimiento de los requisitos del contrato. (IGTs: 57) (Ver Desafío 3.6.a.)

•	 Colabore con otras empresas para invertir en la formación sobre derechos humanos y derecho 
humanitario (en situaciones de conflicto armado) de los PSP locales. (IGTs: 57)

•	 Imprima los puntos clave del ICoC o  código de conducta para los PSP de la empresa, y las 
reglas para el uso de la fuerza, en tarjetas plastificadas entregadas a todo el personal de 
seguridad privada. Las tarjetas deberán estar en el idioma local para servir de referencia. 
(MIGA: IV-3)

•	 Apoye al PSP en la identificación y gestión de riesgos de derechos humanos.

uu En casos en que algunas de las deficiencias identificadas no puedan suplirse con formación 
o apoyo adicional, considere si el análisis de riesgos y beneficios justifica la contratación del 
PSP que haya presentado la mejor solicitud. En caso afirmativo, realice un proceso de debida 
diligencia exhaustivo para establecer todas las medidas de prevención y mitigación factibles para 
abordar los riesgos para los derechos humanos identificados y los impactos potenciales. (Ver 
Desafío 3.1.a.)

uu En situaciones en las que no se pueda elegir un PSP que opere en la zona, pero siga siendo 
deseable contar con guardas locales, considere la opción de contratar directamente personal 
local como parte del equipo de seguridad de la empresa. Dicho personal sólo comenzará a 
ejercer sus funciones una vez haya recibido toda la formación necesaria.

uu Cuando existan dudas sobre la capacidad de prestación de servicios de los proveedores locales, 
considere la posibilidad de contratar tanto a un PSP internacional como a uno local para el 
desempeño de diferentes funciones de seguridad.

uu Considere la posibilidad de ofrecer otros trabajos no relacionados con la seguridad a miembros 
de la comunidad local.

Establezca un contrato con el PSP que incluya cláusulas y requisitos de desempeño 
que garanticen el respeto de las leyes nacionales pertinentes, el derecho internacional 
humanitario y los derechos humanos por parte del PSP contratado (MD Parte 2: par. 14). Discuta 

estos aspectos con el PSP para asegurarse de que éste comprende los requisitos respecto a la calidad 

del servicio. (Ver Desafío 3.2.c.)

uu Si el PSP se niega a incluir el requisito de cumplimiento de los PV y/o código de conducta para 
PSP de la empresa, considere las siguientes opciones (IGTs: 57):
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•	 Negocie un horizonte temporal para su cumplimiento, y apoye el desarrollo de una estrategia 
para lograrlo.

•	 Retenga los pagos conforme a lo establecido en el contrato hasta que el problema se resuelva 
de manera satisfactoria.

•	 Condicione la continuación de la relación contractual al cumplimiento de objetivos, y 
proporcione más orientación y formación, junto con evaluaciones regulares.

•	 Termine su relación contractual con el PSP.

uu Considere factores como el precio y la duración de un contrato como herramientas para promover 
las normas de derecho internacional humanitario y derechos humanos pertinentes. Algunos 
mecanismos adecuados para ello pueden ser:

•	 Valores o garantías vinculados al cumplimiento contractual;

•	 Recompensas o sanciones financieras e incentivos;

•	 Oportunidades para obtener nuevos contratos; (MD Parte 2: par. 17)

•	 Referencias proporcionadas a otros clientes.

Realice un análisis de las necesidades de formación y asegúrese de que se proporcione la 
formación necesaria a los guardas de seguridad privada asignados a las operaciones de la 
empresa (Ver Desafío 3.6.a.)

Reúnase periódicamente con el PSP contratado para abordar las siguientes cuestiones:
�� Implementación de las funciones necesarias, de acuerdo con las políticas de la empresa y 

los requisitos contractuales relativos a los PV, con el código de conducta para PSP, y con los 
requisitos nacionales e internacionales relacionados con los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario.

�� Verificación de antecedentes del personal por parte del PSP, en la medida de sus posibilidades, 
incluidas las medidas adoptadas para entender las capacidades y riesgos asociados a la 
contratación de personal procedente de un lugar determinado, de una comunidad u origen étnico 
particular, o con un historial profesional específico. Si es posible, el contratista debe mantener 
las fichas de los empleados archivadas y disponibles para su revisión. (MIGA: IV-5)

�� Formación de todos los empleados en todos los estándares especificados en el contrato, incluido 
el uso de equipamiento. La formación debe ser continua y en función de las necesidades que se 
presenten, según indicarán tanto la evaluación de riesgos como los resultados del proceso de 
debida diligencia.

�� Provisión de equipamiento defensivo, equipo de protección personal, equipos de seguridad 
personal, armas, armas de fuego y municiones, por parte del PSP a sus guardas, como requiere 
el contrato.

�� Investigación de todas las denuncias de abusos contra los derechos humanos así como de todas 
las ocasiones en que se haya hecho uso de la fuerza o detenido a un sospechoso para garantizar 
que se haya operado conforme a las normas de la empresa y del contratista. Se debe informar 
de cada uno de estos incidentes al gerente de seguridad de la empresa y, en su caso, a las 
autoridades locales. (MIGA: IV-5)

�� Revisión de las quejas presentadas por la comunidad, y otras partes interesadas, con objeto de 
identificar medidas de prevención o mitigación.

�� La confidencialidad de la información obtenida durante la realización de las tareas asignadas. 
(MIGA: IV-5)
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Controle regularmente el desempeño del PSP a través de mecanismos de supervisión 
establecidos, bien por el departamento de seguridad de la empresa o bien por un tercero.

uu Use listas de verificación e indicadores de desempeño y compártalos con el contratista. (MIGA: 
IV-1) Ligue estos indicadores a resultados específicos, tales como recompensas económicas 
o sanciones para el contratista, o a la cancelación del contrato. (SCG: 8) Entre los posibles 
indicadores de calidad de servicio se incluyen (basado en SCG: 8):

•	 Tasa de absentismo;

•	 Rondas de vigilancia no realizadas;

•	 Visitas de supervisión no realizadas;

•	 Cursos de formación no realizados, no completados o suspendidos;

•	 Quejas internas y de terceros;

•	 Uso inadecuado de la fuerza o de armas de fuego, incluidos los disparos accidentales de 
armas;

•	 Mantenimiento de contactos no adecuados con la comunidad, la seguridad pública, u otras 
partes interesadas;

•	 Violaciones del procedimiento acordado;

•	 Violaciones del derecho internacional humanitario y abusos contra los derechos humanos;

•	 Violaciones de las leyes nacionales o internacionales que rigen en la industria de seguridad 
privada;

•	 Violaciones del código de conducta o ética de la empresa o la industria;

•	 Falta de cooperación con las investigaciones del cliente, con solicitudes de información o con 
requerimientos de notificación de incidentes; y

•	 Violaciones de los términos del contrato. 

uu Identifique deficiencias en la prestación de servicios y evalúe opciones para paliar dichas 
deficiencias, tales como la formación adicional y otras formas de apoyo. (IGTs: 55)

uu Revise todas las quejas registradas contra el PSP a través del mecanismo de reparación, o 
cualquier otro mecanismo, y registre todas las denuncias de abusos contra los derechos humanos 
cometidos por parte de la seguridad privada.

uu Asegúrese de que dicho proceso de supervisión abarque “la investigación de acusaciones de 
actos de abuso o en contra de la ley; la disponibilidad de medidas disciplinarias suficientes para 
prevenir y refrenar; y procedimientos para reportar las acusaciones a las autoridades competentes 
encargadas del cumplimiento de la ley, cuando sea del caso.” (PV: 6)

Trabaje con los gobiernos de los países de origen y del país anfitrión, otras empresas, 
organizaciones de la sociedad civil y otros actores pertinentes, para acordar un conjunto 
de estándares mínimos para los PSP, así como mecanismos para supervisar su conducta y 
desempeño

VOLVER A LA LISTA DE DESAFÍOS
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